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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 904/2018-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DEL CERRRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, INTERAPAS.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., a trece de marzo de dos mil diecinueve. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 904/2018-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del catorce de noviembre de dos mil dieciocho, se tuvo a **********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

AUTORIDAD DEMANDADA: 
-Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, Interapas.  
ACTO QUE SE IMPUGNA:**********

FECHA DE CONOCIMIENTO DEL ACTO IMPUGNADO**********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 09:00 nueve horas del primero de marzo del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos fiscales. 




SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución.
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Signa la demanda **********, demandando por sus propios derechos la nulidad del acto consistente en **********
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en consideración que el actor se ostenta como arrendatario del bien inmueble ubicado en **********del expediente en que se actúa, es innegable que tiene interés legítimo para promover la demanda de nulidad.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma no se encuentra acreditada en este juicio, conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, ya que mediante auto del  once de febrero del presente año, se le tuvo por no contestando la demanda de nulidad, en virtud de no haberlo hecho dentro del plazo que para tales efectos le fue concedido, por lo que entonces, se le tuvieron por cierto los hechos, salvo prueba en contrario.

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno.

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 05 a la 27 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamento al respecto, en atención al principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, ésta Primera Sala Unitaria, procederá a llevar a cabo el Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor, resultando aplicable para tal efecto el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
 

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR.

En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En ese sentido y a juicio de  la titular de la Primera Sala Unitaria, el Segundo Concepto de Impugnación que hace valer el actor, es de resultar fundado y suficiente para declarar la nulidad del acto que se combate, en virtud de las siguientes consideraciones legales.
En primer lugar, se tiene que el problema jurídico, es analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, del **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), a través de la cual, determina **********En principio, es pertinente señalar que como en el acto impugnado, se determina un adeudo a cargo del actor por la citada cantidad y por concepto de consumo de los servicios de agua potable que presta el organismo demandado, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, porque el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme a los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

En segundo lugar, en atención a la causa de pedir, se tiene que el actor dentro de éste Concepto, señala agravios encaminados a combatir el Estado de Cuenta, materia de éste Juicio de Nulidad, manifestando que: 

“Por tanto, esta actora niega lisa y llanamente todos aquellos medios con que se haya llegado a la determinación del Crédito fiscal referido, ya que en ningún momento y mucho menos en el periodo que se señala, se realizó por parte de la actora consumo alguno por el cual sea posible la determinación del supuesto adeudo que la demandada pretende hacerme acreedora…” (F. 09)
En consecuencia, la autoridad está obligada a demostrar los consumos determinados, a exhibir en la contestación de la demanda el formato que contenga la lectura del medidor , llevada a cabo por el personal autorizado en los términos de la reglamentación …” (F. 10)
“ Por ende de lo anterior como quedó expresado, al negar de forma lisa y llana el consumo de agua potable (la determinación) a que hace alusión la autoridad demandada en el acto administrativo impugnado, pasa la carga de la prueba directamente a ésta última, misma que deberá probar de manera adecuada, plena y fehaciente la existencia de tales consumos, anexando a la contestación de la demandada las documentales necesarias que hagan probar sus hechos, tales como las lecturas de medidor, tomadas con todas las formalidades de ley…” (F. 12) 

   Sobre la base del concepto de impugnación, atendiendo la causa de pedir  y conforme el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, debe tenerse al actor por formulando la negativa lisa y llana de los conceptos de cobro que se le atribuyen por la demandada, ello en atención a que según se desprende de lo expuesto por la quejosa en sus conceptos de impugnación, la actora niega  para todos los efectos legales de la negación, haber generado el consumo y por tanto el adeudo que le reclama la demandada, por lo que en ese sentido tal y como así lo hace ver la actora, corre a cargo de la autoridad, la obligación de probar la existencia del hecho generador de la contribución, lo anterior conforme lo dispone el numeral invocado,  el cual se transcribe y que dice lo siguiente:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito, se obtiene que los actos y resoluciones de las autoridades fiscales, gozan de la presunción de legalidad, empero que corresponderá a éstas, acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niegue lisa y llanamente. 

Ahora bien, tocante a la negativa de consumo de los servicios que brinda el organismo demandado y con especial referencia al inmueble ubicado en la calle de Laca número 536 del Fraccionamiento Industrias de ésta ciudad capital, la ahora demandada no emitió contestación alguna, pues mediante auto del once de febrero del presente año, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda de nulidad, por tanto se le tuvieron por cierto los hechos denunciados salvo prueba en contrario. 

En ese sentido y como fue señalado en párrafos precedentes, la carga a probar la existencia de los consumos de agua potable base o hecho generador del cobro reclamado, recayó en la autoridad demandada, quien no tuvo impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores, se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, sin que en el presente caso así haya sucedido. 
Así las cosas, en el presente caso, no existen pruebas que haya aportado la demandada para justificar que el actor, sí efectuó el consumo de agua potable, en los volúmenes que se le imputan, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues además de que corre a cargo del reo acreditar los hechos de su defensa según lo dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí,
 también la autoridad responsable, tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa al actor.

En esa tesitura, es válido tener por cierto el hecho consistente en la nula justificación por la autoridad exactora, de los consumos de agua potable que le sirvieron de base para emitir la determinación de crédito fiscal a cargo de la aquí demandante, máxime que en la especie, la carga de la prueba de justificar tales conceptos, correspondía a la autoridad demandada, según lo expuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. 

Por tanto, si la actora negó para todos los efectos legales de la negación haber efectuado consumo de agua potable y que en tal sentido le resulte obligación del pago que le es reclamado por la autoridad demandada, pero que sin embargo, la autoridad demandada fue omisa en aportar medio de prueba que justificara los consumos por los volúmenes atribuidos a la demandante, resulta entonces improcedente la Determinación del Crédito Fiscal combatido.

En este sentido, la autoridad estaba obligada a demostrar los consumos determinados, a exhibir en la contestación de la demanda, el formato que contenga la lectura del medidor, llevada a cabo por el personal autorizado, en los términos de la reglamentación respectiva, pues conforme al artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, el consumo de agua se determina por medio de la lectura de los aparatos medidores, de ahí que solo con la comprobación de las lecturas tomadas, se podrá demostrar por la Autoridad, la existencia del consumo y por ende, la existencia del hecho generador del tributo y de su base gravable, elementos indispensables para poder determinar un crédito fiscal por concepto de contribuciones. 

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios citados con los  rubros: 
 

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA.” 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS”. 
De todo lo anterior, se concluye que la demandada, no logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la actora en los términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la demandada hubiera causado el adeudo que por concepto de la aplicación de cuotas y tarifas del servicio público de agua potable, alcantarillado,  tratamiento y adeudo anterior que se le determinó en el estado de cuenta impugnado, toda vez que no se probó en el presente juicio que la ahora actora, haya efectuado el consumo de agua y por la cantidad que le fue señalada por la demandada, lo que solo podía demostrarse con la comprobación de que se tomaron las lecturas de los aparatos medidores por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva, al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua y toda vez que, el consumo de agua es precisamente el hecho generador del consumo que se le exige, de ahí que al no encontrarse demostrada la existencia de uno de los elementos esenciales de dicho consumo, es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad demandada se torna en ilegal. 

En este sentido y de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal y para el caso en particular, la autoridad demandada no probó en este juicio que la ahora actora, haya realizado el hecho generador del consumo de agua potable.

Lo anterior es así, ya que la demandada no demostró que haya nacido a cargo de la demandante, la obligación fiscal a que se alude; luego entonces, esta Sala Unitaria considera que el acto combatido, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables al caso que nos ocupa, lo que hace que se ubique en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado.

Cobra aplicación al respecto el siguiente criterio emitido por los Tribunales de la Federación, que por la analogía al tema tratado se cita con el rubro
: 

"NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO.

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251, 252 y 253 del citado Código, resulta procedente declarar parcialmente la legalidad y validez del acto que se combate, por ende se declara la nulidad parcial del mismo, ello en atención a lo siguiente:

Como quedó señalado con antelación, el ahora actor manifestó ser arrendatario del ********** siendo a partir de esa fecha en que le nació el derecho para inconformarse en contra del acto controvertido.

Sin embargo, la titular de la Primera Sala Unitaria advierte que, de una revisión al ********** al propietario del bien inmueble de referencia.

Entonces, si el hoy actor fue poseedor de dicho inmueble a partir ********** por concepto de arrendamiento según el contrato a que se alude, es de concluir que fue a partir de esa fecha, en que comenzó a generar el consumo de agua potable y demás servicios, motivos por los que se considera decretar la nulidad lisa y llana del acto en cuestión solamente a partir del **********
Por lo anterior, se dejan a salvo las facultades de la demandada para que proceda conforme a sus atribuciones en los periodos anteriores al **********confirmando la legalidad de la determinación, toda vez que respecto de los mismos, no acreditó el interés jurídico para combatirlos legalmente.

Motivos los anteriores por lo que se deja a salvo sus facultades discrecionales, en relación con la determinación crediticia que se confirma.  

 Entonces, a efecto de que la restitución de los derechos afectados al actor sea total, se ordena a la demandada, realice las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes con la finalidad de que el crédito fiscal nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el crédito nulificado, no vuelva a ser exigido al Gobernado, solamente durante el periodo comprendido  **********, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código  Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la actora de lo proveído para su cumplimiento, apercibida que de no cumplir con lo ordenado, se iniciara en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por el artículo 257 del citado Código aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.


Del resultado anterior, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, de conformidad con el criterio emitido por la tesis de jurisprudencia que se cita:

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.”

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ parcial del acto impugnado, en el periodo comprendido del ********** en los términos y por las razones vertidas en el considerando sexto de esta resolución.
TERCERO.- Se confirma la LEGALDIAD Y VALIDEZ del acto combatido, en los periodos anteriores al **********  siendo la parte de la determinación crediticia que se confirma, en los términos y por las razones vertidas en el considerando sexto de esta resolución.
 CUARTO.- Se previene a la autoridad demandada, para los efectos y plazos y con el apercibimiento señalado en el último párrafo del considerando sexto de ésta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente al actor y por oficio a la autoridad demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Época: Novena Época, Registro: 174974, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Mayo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A. J/44, Página: 1646.


� “ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”





� Registro No. 175350, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiad/os de Circuito, Fuente: Semanari o Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Página: 987, Tesis: IV.1o.A.32 A, Tesis Aislada Materia(s):  


Registro No. 182847, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, �Tesis Aislada, Materia(s): 


No. Registro: 175,350, Tesis aislada, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Tesis: IV.1o.A.32 A, 








� Registro No. 209118, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XV-I, Febrero de 1995, Página: 235, Tesis: I.3o.A.593 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa.


�Octava Época, Registro: 220006, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  IX, Marzo de 1992, Materia(s): Común, Tesis: II.3o. J/5, Página: 89.





